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SENOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 45 minutos) 


En primer lugar,queremos agradecer la presencia de los 
señores integrantes de la Cátedra del Instituto Uruguayo 
de Derecho Penal en esta Comisión, a fin de colaborar con 
sus trabajos en el estudio de este proyecto de ley remitido, 
con Mensaje del Poder Ejecutivo, y que ha dado en llamársele 
Discriminación Racial. 


Si bien el "nomen iuris" de la modificación introducida 
al que sería el artículo 149 bis del Código Penal, en el 
propio texto del proyecto es la de incitación a la discrimi- 
nación; se comprenden, también, los actos de discrimi- 
nacion. 


La Comisión, en una primera instancia, dio trámite a 
este proyecto que se incluyó en el Orden del Día del Senado. 


En esa oportunidad el señor Senador Batalla dioa conocer 
la opinión técnica del profesor Gonzalo Fernández, en cuyo 
mérito y atento a las objeciones que la opinión contiene, 
la Comisión decidió profundizar en el estudio de este proyec 
to, solicitando ia colaboración del instituto Uruguayo de 
Derecho Penal. 


SEÑORA GREZZ1.- Agradecemos la invitación que nos han cursa- 
do, no solamente desde el punto de vista tecnocrático, sino 
a modo personal. 


El derecho penal es una ciencia social que tiene varios 
aspectos a considerar. 


Pienso que cuando se plantea la posibilidad de crear 
un nuevo tipo penal, se debe pensar en determinar si resulta 
necesario. 


_ El profesor Fernández habla de los peligros de la infla- 
cion penal. Pienso que ese es uno de los primeros aspectos 
a considerar. 


En realidad, los penalistas somos reacios a admitir 


la creación de nuevos tipos penales; estamos conformes con 
los existentes. 
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Cuando, sobre las bases ideológicas para el Código Pe- 
nal, Soler se pronuncia, es contrario a la creación indiscri 
minada de nuevos tipos penales. Por ejemplo, en el Consejo 
de Europa en el año 1980, redactó un informe muy ¡importante 
sobre la descriminalización. Este informe actualmente está 
traducido al español y programado por Zaffaroni quien dice, 
justamente, con respecto a la inflación penal, que ésta 
supone la desintegración comunitaria y, en el fondo, la 
debilidad de la democracia. Cuando la solución de los con- 
flictos sociales se deriva al sistema penal es porque la 
sociedad no tiene confianza en otras soluciones. Entonces 
las traslada a lo que parecería una vía más fácil y que 
supone una desintegración comunitaria porque se abandonan 
los principios de resolver los conflictos no por medio de 
la verticalidad, sino por la horizontalidad, por la democra- 
cia participativa, por la promoción de las iniciativas civi- 
les y soluciones alternativas. De esa forma, acompaña este 


movimiento que es muy general en la doctrina penal --el 
informe del Consejo de Europa lo aprueba-- hacia la descrimi 
nalizacion. 


El Mensaie del Poder Ejecutivc es coincidente con la 
opinión del señor Gonzalo Fernández. Inclusive, el tema 
que trata este proyecto de ley ha sido solucionado por legis 
lación positiva. Se refiere al artículo 149 del Códigca Penal 
y a la interpretación doctrinaria que sobre ese texto se 
ha dado, y recoge la opinión de Salvagno Campos. 


Cuandoen el texto se menciona el hecho de suscitar el 
odio de clases, se entiende como clase no en el sentido 
exclusivamente del grupo formado por la comunidad de intere- 
ses económicos, sino de otro tipo, así como propósitos e 
ideas. Creo que la opinión de Salvagno Campos es suficiente 
mente ilustrativa. Por otra parte, el mensaje destaca la 
vigencia del decreto-ley N2 10.279 que tipifica el delito 
de asociación subversiva, O sea aquellas tendientes a promo- 
ver o imponer la lucha u odio de razas. 


Fernández coincide con la opinión de la señora Ministra 
de Educación y Cultura, Adela Reta, entendiendo que, aparen- 
temente, no existe una laguna legal; estas hipotesis están 
totalmente previstas y tipificadas. El mensaje expresa algo 
que considero importante: "Pese a estas normas existe, qui- 
zás como consecuencia de la interpretación jurisdiccional 
de las mismas, la sensación de una tutela ineficaz de deter- 
minados grupos que integran nuestra sociedad". 
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Este fenómeno es lo que se conoce como descriminalización 
de facto. 


Existe una descriminalización de "jure", cuando la propia 
ley reduce la competencia del sistema penal para resolver 
determinadas situaciones, y una descriminalización de hecho, 
cuando existiendo la misma normativa legal, los órganos o 
las agencias del sistema penal no la aplican. 


Esa no aplicación de la norma existente proviene ya sea 
porque los damnificados por el delito no lo denuncian o porque 
la policía busca una vía alternativa de solución del conflicto 
y la deriva a otros institutos del sistema social; ya sea 
porque el acusador público no ejerce su función o porque | 
los jueces, de alguna manera, buscan las soluciones de esta- 
blecer penas mínimas o alternativas. Quiere decir que existien 
do la misma normativa legal, de hecho hay una descriminaliza- 
ción, porque las normas no se aplican. 


Parecería que en el mensaje se trasmite la sensación 
de una tutela ¡ineficaz --por ¡interpretación jurispruden- : O 
cial-- y esta reconociendo esta situación que llamamos de A 
descriminalización de hecho. En efectc, no conozco que haya 
habido procesamientos por el delito estipulado en el artícu- 
lo 149 s en el decreto-iey N2 16.27%. En consecuencia, nos No 
debemos preguntar si una solución legislativa más represiva * 
puede revertir esta situación de hecho. A mi juicio, puede Me 
decir que no lo va a hacer; si se quiere, podría adentrarse a 
en el terreno del idealismo pensar que una solución legislati 
va puede actuar contra los hechos, no sólo contra aquellos 
que se dan en la realidad, sino contra los que en este momento 
emanan del propio sistema penal. 7) 


"> De modo que el proyecto apuntaria exclusivamente hacia 
la solución represiva, entendiendo que el aumento de la pena 
podría suponer una disuasión en la comisión de determinadas 

C conductas. En ese sentido, creo que toda la experiencia, i 
las comprobaciones empíricas y la propia doctrina penal están 
en contra de adjudicar a la severidad de la pena o a las 
nuevas incriminaciones un efecto disuasivo. En realidad, 
el conflicto existe, más aliá de la penalidad, más o menos 
grave, que se pueda establecer. Naturalmente, que esto no 

o! significa desconocer la existencia del conflicto; puede no 
existir. De manera que bien pueden existir conflictos de 
discriminación o acaso aquellos que puedan atentar contra 
el principio de igualdad. Pero sobre lo que quiero poner 
el acento es que no ha sido esa la solución que ha encontrado ' 
la ley. En ese sentido, el Código recoge como antecedente 
el de Zanardelli de 1879. 
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Pienso que este tipo de conflicto debe tener otro tipo 
de solución, si es que ellas existen. Así, el mensaje habia 
sobre el "reclamo de una legislación que desarrolle en forma 
clara e inequívoca el sistema nacional de protección del 
principio de iguaidad". O sea, que ya en la exposición de 
motivos se advierte la tutela del principio de igualdad, aunque 
más precisamente se refiere a que la vulneración pública 
de este principio puede atentar contra la coexistencia pacifi 
ca de los ciudadanos y el sentimiento de tranquilidad y segu- 
ridad de toda una sociedad civilizada, que no es otro el 
concepto de paz pública dentro del que este delito se viene 
a inscribir. En una palabra, vulneraciones al principio de 
igualdad existen de todas formas. Por ejemplo, es visible 
la dificultad de acceso que tienen las clases más pobres 
al sistema judicial, como la discriminación de la mujer para 
alcanzar altos cargos; vemos que parlamentarias no hay, que 
ministros hay una sola y que en la industria, sólo hay unas 
pocas. 


En cuanto a la forma en que está recogido el principio 
de igualdad, puede ser interesante recordar los tres textos 
que se refieren a él en nuestro Derecho. En primer lugar, 
tenemos el artículo 82 de la Constitución --todas las perso- 
nas son iguales ante la ley-- que no habla de discriminación, 
sino de distinción: sin otra distinción que la del talento 
o las virtudes. 


Por otro lado, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos --que no coincide exactamente con lo que está estable 
cido en el artículo 2% del proyecto-- dice que toda persona 
tiene todos los derechos y libertades, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de Cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualguier otra condición. 


Por su parte, la Convención Americana, agrega algunos 
elementos más precisos, de corte qgarantista y dice que los 
estados se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidas en la declaración y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, 
sin discriminación alguna, mencionando aquí los mismos moti-— 
vos que la Declaración Universal. Se trata del Convenio de 
Costa Rica. 


Es decir que, de todas las causas y variables que se 
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toman en cuenta para decir que esta declaración no establece 
distinciones entre las personas, tendriamos que el proyecto 
recoge la condición social, la raza, la religión, la naciona- 
lidad o el origen étnico, pero no el sexo, la opinión políti- 
ca o cualquier otra condicion. 


Esta sería una apreciación general sobre el proyecto. 
En cuanto al analisis concreto, podríamos decir que se trata 
de dos tipos penales y una circunstancia agravante. De lo 
que establece el artículo 149 bis se desgaja la instigación 
a desobedecer las leyes, que queda como delito autónomo del 
149. Lo primero que podemos decir es que son tipos abiertos, 
en los que no aparecen perfectamente delimitadas las conductas 
de que se trata. 


En primer lugar, aquí se habla de suscitar públicamente 
la discriminación. Al respecto, debemos decir que, a nuestro 
juicio, suscitar es lo mismo que hablar de promover la discri 
minación, la hostilidad o la violencia. El texto original 
se refiere a suscitar odio de clases. Elloes razonable porque 
se suscita o promueve un sentimiento. 


Aquí habla de la "discriminación contra una o más perso- 
nas". Parecería entenderse que lo que se acepta es la realiza 
ción de un acto de discriminación contra una o más personas. 
Esa sería la primera interrogante. ¿Qué es la discriminación? 
La discriminación es la distinción, la exclusión, pero también 
la preferencia. Nosotros tenemos el concepto de que la discri 
minación es siempre negativa. Discriminamos para excluir, 
pero sin embargo, en esta definición discriminamos si preferi 
mos. Si una empresa multinacional holandesa acepta como em- 
pleados exclusivamente a los nacionales de su país de origen, 
está manifestando una preferencia, pero a su vez, está hacien 
do una discriminación. Si por ejemplo, la compañia Philips 
nombra exclusivamente comc Directores a holandeses, está 
cometiendo actos discriminatorios. 


SEÑOR ORTIZ.- Pero no públicos. Tanto el Código vigente como 
el proyectado dice que la discriminacion debe ser publica. 


SEÑORA GREZZI.- El principio de igualdad se vulnera igualmente 
en los privados. Supongamos que un empleador en una actividad 
privada excluye a un negro; no comete delito pero vulnera 
el principio de igualdad. Es el aspecto al que me refería 
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recién. No tiene tanta que ver con el principio de igualdad, 
a . . . 
pero atenta contra la pacifica convivencia. 


SEÑOR ORTIZ.- Lo del principio de igualdad forma parte de 
la exposición de motivos, pero no del texto. 


SEÑORA GREZZ1.- Pero está en el fundamento de la modificación 
propuesta. Como todas las interpretaciones, no digo que se 
tenga que ajustar a ella. También entiendo que tienen alguna 
dificultad. Son delitos de manifestación, de expresión, que 
traen consigo todos los inconvenientes en Cuanto a la inter- 
pretación de los mensajes. 


En una época como la actual, de descodificación de los 
mensajes, esto nos lleva a sutilezas muy grandes para saber 
cuándo determinada expresión contiene un mensaje subliminal 
o discriminatorio. Podemos pensar en conductas muy claras 
en las que se promueve la discriminación. Fodemos decir, 
por ejemplo, que todos los macumberos son enemigos porque 
atentan contra las bases de la civilización cristiana en 
la que estamos. Pero también lo podemos manifestar de una 
manera más sutil. En esa forma estoy promoviendo o no la 
discriminación. Otra palabra que no tiene mayor precisión 
es "hostilidad". 


(Dialogados) 


Más adelante se dice que "será castigado el que realice 
públicamente actos de discriminación". Concretamente, son 
actos de discriminación, hostilidad o violencia. Además de 
esa vaguedad, creo que se nos plantean problemas de concurso 
en Cuanto a los actos de hostilidad... 


SEÑOR BATALLA.- Entonces, el inciso primero referiria a un 
delito de expresion; en cambio, el inciso segundo precisaria 
una conducta material. 


SEÑORA GREZZ1.- ¿Cómo se califica ese acto? ¿De discrimina- 
ción, hostilidad o violencia? Puede suceder que esos actos 
sean delitos; por ejemplo, la violencia privada. Con violen- 
cias O amenazas, se obliga a otros a tolerar o a dejar de 
hacer una cosa. Es un acto de viclencia. Supongamos que con 
fines de discriminación una persona emplea violencia para 
evitar que un negro penetre en un club social. Pero resulta 
que esa conducta, por un iado, sería violencia privada y, 
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por otro, un delito de acuerdo al artículo 149. La violencia 
privada tiene un máximo de tres años de penitenciaria y éste 
de 18 meses de prisión. Este delito prevalecería sobre el 
otro por ser especial. Tendríamos un delito especial que, 
aparentemente, en la intención del Legislador debería estar 
más severamente castigado. En ese caso, parecería que se 
refiere solamente a actos de discriminación en cuanto supone 
violencia, pero una discriminación que no fuera violenta 
ni implicara una amenaza, diríamos una exclusión, una distin- 
ción de que se ejecutara pacíficamente. 


SEÑOR ORTIZ.- Sin embargo, el inciso primero que trata de 
la discriminación u hostilidad, podría hacer referencia al 
caso de alguien que pinta letreros en una pared en contra 
de tal raza o color; y en el inciso segundo se podría inter- 
pretar el caso de aquél que impide la entrada cerrando con 
una verja. En este último caso tampoco hay violencia en el 
sentido de echar fuera a una persona tomándola por un brazo, 
sino que, simplemente, se le prohibe la entrada. 


SEÑORA GREZZ1.- Es por eso que manifiesto que solo se trata 
de hipótesis de la discriminación, ya que cuando entramos 
en la hostilidad y la violencia nos enfrentamos a la posibili 
dad de un ccncurso con otros delitos como el de violencia 
privada. 


SEÑOR ORTIZ.- Entonces, sugiere que se suprima la palabra 
"violencia" y se deje el vocablo "discriminacion". Sin embar-— 
go, este ultimo le ofrece algunos reparos. 


SEÑORA GREZZ1.- Lo que ocurre es que todo el texto me ofrece 
reparos. Me da la impresión de que todo el texto penal, tal 
como está hoy, permite incriminar y sancionar penalmente 
todas esas situaciones que aquí se pretende abarcar en la 
ley. 


SEÑOR ORTIZ.- En el Código vigente se'hace referencia a "sus- 
citar" que tambien le ofrece reparos. 


SEÑORA GREZZ1.- Si, señor Senador. 


SEÑOR ORTIZ.- De manera que en aras de la descriminalización 
habría que suprimir el artículo del Código. 
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SEÑORA GREZZ1.- Lo que manifiesto es que de hecho se ha supri 
mido. 


SEÑOR ORTIZ.- Eso es en virtud de que la multa prevista es 
ridícula. 


SEÑORA GREZZ1.- La realidad es que no han habido denuncias 
concretas. Por lo menos quien habla, nunca ha sabido de un 
negro que haya hecho una denuncia porque lo hayan echado 
de un club social; sí, conozco el caso de grupos judíos que 
se sintieron perseguidos. 


Recuerdo, concretamente, que hubo una venta de libros 
nazis en la feria de Tristán Narvaja en un stand que se dedi- 
caba exclusivamente a ese tipo de lecturas, incitando a la 
persecución judia. El hecho fue llevado a la justicia y se 
consiguió solucionar el conflicto, provocándose la desapari- 
ción del puesto de la feria y los libros no se vendieron 
mas; pero no se procesó a nadie. 


No niego la existencia de un conflicto social, sino que 
expreso que existen otras variantes para poder solucionarlo más 
acertadamente, ya que no creo en el efecto disuasivo de una 
norma penal. 


SEÑOR BATALLA.- Entonces, ¿entiende que desde el punto de 
vista penal estan contempladas todas las figuras dentro del 
artículo 149 bis? 


SEÑORA GREZZ1.- Entiendo que sí, teniendo en cuenta que la 
doctrina ha dado un amplio concepto de clase social; la in- 
terpretación, doctrinariamente, es pacifica. 


En el fondo, lo que se pretende es regular las conductas 
que susciten situaciones de odio, es decir, aquellas que 
generen o que tienen la potenciaiidad de generar conflictos 
sociales, no sólo personales, atentando contra la paz de 
la sociedad. 
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SEÑOR BATALLA.- En cuanto a lo que señala en relación:a la 
discriminalización de hecho, ¿ello tal vez no sea el producto 
de la  insignificancia de la pena? Creo que es posible que 
nadie tenga interés de poner en marcha un mecanismo judicial 
siendo que la sanción será insignificante en relación a los 
valores que puedan haber sido agraviados, si se da una con- 
ducta criminosa, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
149. No me estoy refiriendo a este proyecto. 


SEÑORA GREZZ1.- ¿Qué pena le parece al señor Senador que de- 
bería aplicarse? ¿Cree que esto se soluciona estableciendo 
una pena mayor y que la ley contemple la dimensión del con- 
cepto? 


SEÑOR BATALLA.- Esa es mi pregunta, precisamente. 


SEÑORA GREZZI.- Pienso que no; creo que lo que se tiene que 
tratar de conseguir es la vigencia real y no la formal del 
principio de igualdad, y la abolición de los actos de discri- 
minación. Sin embargo, considero que ello no se daría a tra- 
vés de la vía penal, aunque la pena sea mayor. Pensemos en 
cómo saber quiénes tienen o pueden tener una ¡intención de 
discriminación seria. Actualmente, no tenemos noticias de 
un conflicto socia de discriminación seria hecha contra 
un determinado grupo, es decir, una persecusión religiosa 
o racial. 


SEÑOR BATALLA.- No como para resolverlo penalmente, pero evi- 
dentemente sí existe discriminación en contra de los negros. 
Pienso que lo peor que le puede ocurrir a un pais es que 
en él se dé una descriminalización de hecho. 


SEÑORA GREZZI.- No sé si eso sea lo peor. 


Si se observa, se podrá apreciar que siempre la ley debe 
tener una atención determinada con la opinión pública. En 
ese sentido, existen dos posiciones totalmente antagónicas. 
Están aquellos que piensan que la ley debe dirigir la opinión 
pública, debe establecer motivos y fines para la actuación 
social. Y, por otro lado, hay quienes consideran que la ac- 
tuación social está dentro del marco de las tradiciones y 
los valores culturales de la sociedad; por ende, deben diri- 
gir las leyes. Sin perjuicio de ello, ambas posiciones en 
el fondo señalan la atención entre la ley y la opinión públi- 
ca y entre la ley y la conciencia social. De manera que per- 
sonalmente expreso que si de algún modo aquellos agentes 
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encargados de aplicar la ley, por determinada circunstancia 
dejan de hacerlo, ello refleja la existencia de una discor- 
dancia entre la ley y la conciencia social. 


Consideremos otro ejemplo. ¿Qué ocurrió con el delito 
de usurpación? Al respecto, deseo agregar que siempre estoy 
esperando que el Pariamento derogue esta norma. Ella es la 
que hace referencia a la modificación del delito de ocupación 
de finca privada destinada a habitación. Existen cientos 
y miles de fincas ocupadas clandestinamente y no hay procesa- 
mientos. ¿Por qué? Porque ello se basa en la situación social 
de carencia de viviendas, en la dificultad para pagar un 
alquiler, y los jueces y la propia policia están contestes 
en que no se soluciona el problema enviando a una persona 
a la cárcel y desalojándola de la vivienda que ocupaba. En 
este aspecto, entonces, se produce una descriminalización 
de hecho. 


SEÑOR ORTIZ.- ¿La gente está de acuerdo con que se ocupen 
las casas? 


SEÑORA GREZZ1.- Ello no significa que civilmente este sea 
un hecho ilícito. Los jueces recogen la conciencia de la 
crinión pública y, además, participan de eila. En realidad, 
es difícil saber qué es la opinión pública. 


SEÑOR ORTIZ.- En el caso concreto de ese señor que ponía 
leyendas en las paredes en contra de los judíos, si hubiera 
sido “sometido a proceso, no hubiera matado a los que mató, 
es decir, que hubiera sido una medida preventiva. Ello está 
evidenciando que la tolerancia y la descriminalización ini- 
cial condujo la situación a extremos. 


SEÑOR GREZZ1I.- Dicha situación no sólo provino de poner le- 
treros. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO.- Solamente deseo hacer unas pocas 
precisiones porque aclaro no soy experto en el tema jurídico. 
La doctora Grezzi hacía referencia a un trámite judicial 
y finalmente a una solución de sentencia. Una manera de re- 
solver un asunto de esa clase es, por ejemplo, como poner 
una bomba en una librería porque hay libros que a uno no 
le gustan, o atacar por la violencia a quienes están vendien- 
do esos libros en la feria. Según todos conocemos eso tuvo 
lugar hace años en una librería de la calle Eduardo Acevedo 
donde no solamente se vendían libros sobre el Nacional Socia- 
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lismo, sino también peronistas y de otras tendencias. Fue 
interrumpida en su actividad por la violencia. Ese hecho 
tuvo amplia difusion en la Prensa. 


Me ¡interesa resaltar que existe naturalmente un código 
y hay añora un Mensaje que ¡incluye un proyecto. El texto 
de este proyecto, a juicio de gente especializada en temas 
penales, ¿facilita la concreción para quien va a aplicar 
posteriormente la presunta ley y también facilita la preci- 
sión de la presunta ley de causa a efecto? Porque alquien 
puede escribir, por ejemplo, una leyenda contra el gobierno 
de Uganda, pero, ¿de ello se deduce que hay una posición 
presuntamente contraria a los negros? O, porque alguien es- 
criba contra el gobierno de Libia ¿es un antisemita porque 
Khadafi es semita? Quiere decir que el tema de la discrimina- 
ción, del ataque, del odio o menosprecio racial no debe ser 
confundido, en ningún caso, con distinciones de otro carác- 
ter. Lo que nos interesa establecer es si a la luz del texto 
propuesto se ayuda a esclarecer la relación de causa a efec- 
to, no digo de cualquier acto de violencia condenable, sino 
de cualquier expresión de carácter político o ideológico 
que apunte en ese sentido. 


Soy político --por algo estoy en el Senado-- e integro 
una organización de ese carácter que ha hecho definiciones 
ideológicas y hemos sido acusados de fomentar el menosprecio 
o la discriminación racial en función de esas definiciones 
ideológicas contrarias a un partido. 


Entonces, esa relación absurda de causa a efecto que 
ha sido manejada en el plano de la controversia pública, 
no recogida en el de la acción penal, ¿se esclarece con este 
texto o el mismo no representa innovación o avance en ese 
sentido? 


Este es un elemento que nos importa precisar. 


SEÑORA GREZZ1.- Creo que a eso me había referido cuando decía 
que participaba de la clase general de los delitos de mani- 
festación o de expresión que en el fondo lo que hacen es 
dar un mensaje. 


.. Me referí a todo el estudio que se ha hecho ahora sobre desco- 
dificación de los mensajes. Es decir, ver efectivamente cuál 
es el sentido del mensaje, porque pueden suceder las dos 
cosas, que haya mensajes que tienen, como decía el señor 
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Senador, un claro sentido ¡ideológico pero que pueden ser 
tergiversados en su ¡interpretación atribuyéndoseles, por 
ejemplo, ¡un sentido racista; y, por otro lado, puede ocurrir 
lo contrario, que un mensaje Que aparentemente es neutro 
esconda aportaciones subliminales racistas, que son las que 
no se quieren. 


En este terreno, entiendo la gran dificultad que plantean 
estos delitos en general, todos los que atentan contra la 
paz pública, la apología de los hechos calificados c:mo deli- 
tos, la tipificación pública de delinquir, sobre los que 
prácticamente no se han aplicado sanciones porque son muy 
difíciles de precisar. : 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO.- No por la exigúidad de la pena. 


SEÑORA GREZZ1.- No, eso no tiene nada que ver. Es por la 
propia naturaleza de los delitos que tienen que ver con la 
opinión y la manifestacion de un pensamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se encuentra en Sala el señor Subse- 
cretario de Educación y Cultura, que va a dar la opinión 
del Poder Ejecutivo a continuación, y debido a que el tiempo 
va corriendo y a las 17 noras tenemos que levantar esta se- 
sión, sin querer ser descoriés, solicitaria que vayan finali- 
zando sus exposiciones. 


SEÑORA GREZZI.- Termino, señor Presidente. 


El artículo 3% del proyecto agrega un agravante: "Cometer 
el delito por odio o menosprecio racial, religioso, etnico 
o social". 


En el Código existe un agravante que se refiere, al nume- 
ral 9 del articulo 47, a los medios o circunstancias que 
añadan ignominia a los efectos propios del hecho. 


Pienso que va a resultar difícil la diferenciación de 
la ignominia, oO sea una afrenta con este movil de menospre- 


cio, porque en realidad participa del carácter de los móviles 
ignominiosos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Dr. Darío Corgatelli. 
SEÑOR CORGATELLI.- En la tesis general participo de la pre- 


vención o alerta que señalaba la doctora Grezzi, respecto 
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de la inflación penal. Eso en tesis general. 


En este caso concreto, personalmente, advierto un mejora- 
miento de la fórmula vigente, por lo que no tengo ningún 
tipo de reservas, ya que frente al artículo 149 vigente, 
que determina pena de multa, por más que está actualizada, 
plantea dos conductas alternativas, la instigación pública 
a desobedecer las leyes --que en el proyecto se sigue casti- 
gando con sanción penal de multa-- me parece que corresponde 
con la ontología, la sustancia o la gravedad del delito o 
la menor ¡intensidad del dolo; pero también actualmente se 
sigue castigando con pena de multa y entiendo que la conmina- 
ción de las sanciones penales tiene efecto disuasivo por 
lo que existe una desproporción con esto, que considero mucho 
más grave, el suscitar públicamente el odio de clases, porque 
se trata de un comportamiento, repito, mucho más grave, diri- 
gido contra personas y no contra leyes. 


En ese sentido, la fórmula proyectada constituye un mejo- 
ramiento. En general, encuentro que el artículo 149 bis, 
que contiene esos dos incisos desdoblados, uno que mantiene 
lo del suscitamiento público a los actos de discriminación 
y otro que entra a castigar --con una figura nueva que ahora 
no existe-- actos ejecutivos materiales, propiamente de dis- 
criminación o de hostigamiento, sirve, porque si no se acom- 
pañan con violencia en este momento no resultan sancionados. 
De manera que no me asustaba esto de la inflación penal, 
porque si vale la plena defender estos bienes con el argumen- 
to de la paz pública, como decía la doctora Grezzi, así como 
el sentimiento de igualdad que lleva a esa pacifica conviven- 
cia, la creación de esta fórmula se dirige, precisamente, 
a darle un amparo penal a aspectos muy importantes que. en 
este momento, a mi entender, no resultan debidamente defendi- 
dos por este artículo 149 vigente. 


Por eso, a pesar de que en este proyecto se creen nuevos 
delitos, creo que vale la pena hacerlo en atención a la 
importancia de los bienes que se trata de preservar, como 
ser --nada menos-- el principio de igualdad. 


Si no se consigue la adecuación a una figura típica de 
las que están vigentes --violencia privada o conminatoria 
o amenazas-- por este artículo 149, esas conductas quedan 
sin sancionar y me parece que se ayuda a pacificar conviven- 
cias estableciendo tipos penales para ciertos comportamientos 
que entiendo que son reprochables, como este de establecer 
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nostigamientos por razones de condición social, de raza o 
de etnia, como dice el proyecto. 


Leí el informe realizado por nuestro colega y amigo, 
el doctor Gonzalo Fernández, y respecto de los tipos penales 
proyectados sugería sustituir el término "hostilidad" por 
la palabra "amenaza"; sin embargo, la violencia ya está pre- 
vista como un elemento del tipo y creo que cuando el texto 
de la ley habla de la violencia, sin hacer distinciones, 
comprende tanto la compulsión física como la moral, que es 
la amenaza propiamente dicha, es decir, el anuncio de un 
mal si llega a suceder determinado hecho. Por lo tanto, creo 
que la amenaza está cubierta. 


£l doctor Gonzalo Fernández también manifestaba que 
el término "hostilidad" puede resultar equívoco, porque según 
el diccionario "hostilidad" es la calidad de hostil, que 
significa inamistoso, contrario, enemigo, agresor. Si real- 
mente se entiende necesario sustituir dicho término, me pare- 
ce que tendría mayor significación la palabra "hostigamien- 
to" que es lo que se da en la vida cotidiana cuando se trata 
de este tipo de discriminación racial o religiosa. 


Por ctra parte, expresa lo siguiente: "El empieo dei 
termino "'discriminacion' es ambiguo, en cuanto admite solu- 
ciones totalitarias". Luego agrega: "Reitero el ejemplo: 


un grupo de obreros que pinta leyendas del tipo "patronal 
hambreadora", podría incurrir en discriminación por razones 
de condición social". Entiendo que no es así, porque un juez 
con buen sentido de la racionalidad y sobre todo de la defen- 
sa de estos bienes jurídicos, advierte que ese tipo de com- 
portamiento no es antijuridico, ya que se ¡inscribe en lo 
que comúnmente se admite como acto de una manifestación o 
del ejercicio de un derecho gremial. ¿De qué otra forma se 
puede manifestar la oposición o el confrontamiento gremial? 


SEÑOR BATALLA.- Comprendo lo que dicte el doctor Corgatelli, 
pero de cualquier manera me parece que es posible la inter- 
pretación del doctor Fernández. No existen elementos que 
aseguren razonablemente la absoluta inaplicabilidad del cri- 
terio que él sustenta; por el contrario, creo que hay una 
ambigúedad en la forma y la interpretación podría ser distin- 
ta a la señalada por el doctor Corgatelli. 
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algún tipo de interpretación, adecuando los comportamientos 
reales a las formas, y si esto se inscribe en una manifesta- 
ción de tipo gremial, me parece que es dudable la antijuridi- 
cidad de la conducta. Creo que no sería reclamabie. 


SEÑOR BATALLA.- Lo que no puede ser antijurídico es la con- 
ducta gremial, pero la juridicidad de la acción no cubriría 
todos los actos que en funcion de ese ejercicio puedan reali- 
zarse. 


SEÑOR CORGATELLI.- Pero si esa leyenda o manifestación "pa- 
tronal hambreadora" se inscribe dentro de un conflicto, no 
creo que ningún juez llegue a pensar que ese tipo de compor- | 
tamiento esta atacando el principio de igualdad o menoscaban- | 
do la paz pública. | 


| 
j 
16€ 
SEÑOR CORGATELLI.- Creo que los jueces siempre deben hacer 
| 
| 


De todas formas, reconozco que la duda puede existir. bo. 19) 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO.- En los hechos, estamos considerando 
una reflexión formulada por la doctora Grezzi con respecto 
a la relación entre el dispositivo jurídico y la realidad 
social en la que estamos inmersos y de la que formamos parte. 
En la realidad actual del Uruguay --y me refiero a nuestro 
tiempo, a nuestra época y no a este año-- la situación pro- 
clive a poner en marcha mecanismos jurídicos de esta natura- 
leza es, precisamente, la que se alude, porque es la única 
que se produce con frecuencia. En nuestro país no se dan 
las agresiones, las invocaciones agresivas u hostiles por 
motivos de raza o de religión. 


, 
0 


Inclusive, un hecho reciente que fue altamente publicitado, 
no se dio contra una raza, porque se mato a personas de dife- 


rentes origen étnico, y no sabemos exactamente cuál fue el 
motivo. 


Reitero que en el Uruguay nadie manifiesta hostilidad 
ni hace ¡invocaciones públicas contra la raza, pero sí son 
frecuentes los enfrentamientos de clases o intereses socia- 
les. Por lo tanto, creo que la disposición apuntaría a este 
tipo de enfrentamiento y no a los otros, porque esa es la 
realidad que vivimos. 
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SEÑOR CORGATELL1I.- Creo que aquí debemos tener en cuenta 
la defensa de los bienes jurídicos que se trata de preservar, 
es decir, el principio de igualdad y las condiciones de vida 
que determinan una convivencia razonablemente pacifica. Esti- 
mo que vale la pena la defensa de estos bienes, que son los 
que están justificando la formulación de estas normas, de 
las que actualmente carecemos. 


Nuestro compañero y amigo, el doctor Fernández, también 
habla de la posibilidad de incriminar actos triviales. Estas 
normas pretenden defender bienes merecedores de defensa, 
como lo es el principio de igualdad entre las personas. El 
señor Senador manifiesta que en este momento no existen 
actos de hostigamiento por motivos de raza o religión; pero 
debo decir que recientemente Jos hubo. En ocasiones estos 
actos de hostigamiento son costensibles y otras veces no, 
pero si se encuadran en estos comportamientos, merecen el 
debido reproche de la sociedad, a través de la  conminación 
de estas nuevas penalidades que se crean, que sigo entendien- 
do que tienen efecto disuasorio. Si no se imputan los delitos 
más comunes de violencia privada o de amenaza, los mismos 
quedan sin sanción, y me parece que eso si atenta contra 
la paz pública, contra el sentimiento de tranquilidad que 
todos debemos tener y que todos deseamos. 


Quiero referirme a la posibilidad de i¡incriminar actos 
triviales. Si los actos realmente son triviales, no ten- 
drán la idoneidad ni la capacidad suficiente como para cons- 
tituir ataques o menoscabos efectivos del sentimiento pacífi- 
co de tranquilidad social ni del principio de igualdad. A 
modo de conclusión, pues, diría que no todos esos comporta- 
mientos triviales van a resultar reclamados por los tipos 
penales proyectados, sino sólo aquellos que tengan entidad 
y gravitación suficiente como para constituir, por sí mismos, 
un ataque inequívoco contra los bienes que se pretende tute- 
lar. j 
SEÑOR CAIROLI.- Como los señores Senadores habrán advertido, 
los integrantes del Instituto de Derecho Penal no nos hemos 
puesto de acuerdo para emitir nuestra opinión, pero simple- 
mente porque no conversamos anteriormente; decidimos concu- 
rrir aquí sin realizar ningún convenio previo. Esto ya lo 
hemos hecho en otra oportunidad. Solamente me limité a cursar 
la invitación que se nos hizo llegar, y nada más. 
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SEÑOR BATALLA.- No se discute que el instituto pueda tener 
una opinión común. 


(Dialogados 


SEÑOR CERSOSIMO.- Es un tema que indiscutiblemente escapa 
un poco a nuestra inteligencia corriente, pero de acuerdo 
con lo que he escuchado puedo inferir que la posición de 
la doctora Grezzi y la del doctor Corgatelli no son exacta- 
mente coincidentes. 


SEÑOR CORGATELLI.- Dije expresamente que me parecía un mejo- 
ramiento manifiesto de las formas actuales. 


SEÑOR CAIROLI.- Iba a hacer una larga y detallada introduc- 
ción sobre el problema de política criminal, de incriminar 
o no estas conductas. Como esta misma Comisión lo sabe --ya 
lo he manifestado aquí-- soy contrario a la excesiva penali- 
zación de conductas. Como lo ha dicho hace un momento la 
doctora Grezzi, eso puede llevar al fenómeno de la inflación 
del Derecho Penal. No me voy a extender sobre este punto, 
porque ya lo ha hecho la doctora. Nc es necesario penalizar 
todo, ya que las cosas pueden arreglarse con algunas medidas 
más oportunas; pero estamos frente a un proyecto que hna 
sidc hecho en forma mesurada, que contiene una o Cos normas 
penales y un agravante y hemos sido invitados a esta Comi- 
sión para pronunciarnos sobre este punto. 


Creo que el estado actual de la legislación podría com- 
prender el tema. En primer lugar, el artículo 149 del Código 
Penal se refiere a la instigación de desobedecer las leyes 
y promover el odio de clases. En segundo término el artículo 
de la Ley N2 10.279 de noviembre de 1942 habla sobre el 
que promueve, constituye o dirige ascciaciones, entes, insti 
tuciones oO acciones tendientes a vromover o disponer la 
lucha o el odio de clases. De la primera disposición del 
artículo 149 interesa la parte segunda, es decir, el cdio 
de clase, que es por lo que estamos reunidos hoy. Aquí se 
hace referencia a promover el odio por determinadas razones 
intereses o propósitos, cualquiera sea su naturaleza. Debe- 
mos tener en cuenta el amplísimo concepto que toda nuestra 
doctrina ha aceptado sobre la ¡interpretación del término 
clase al cual ya se ha referido la doctora Grezzi en el 
día de hoy. 
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La segunda parte del artículo 62 de la Ley N*2 10.279 
es una figura asociativa que sanciona expresamente la promo- 
ción, constitución... 


(Lee) 
...el odio de clase. 


Como se advierte claramente no se trata de un concepto 
amplio, sino que simplemente está restringido a grupos de 
igual origen racial o étnico. Personalmente creo que no 
es necesario legislar sobre este tema, pues Ja clase, en 
el sentido amplio comprende la raza, religión u origen étni- 
co, incluso alguna otra cosa que se podría agregar al proyec 
to. Pienso que el odio que está previsto en esta disposición 
supone una discriminacion, hostilidad o violencia. 


Como estamos aquí para examinar el proyecto vamos a 
ver cuál es el comentario que nos merece la proyectada nor- 
ma, que pasa a llamarse incitación a la discriminación y 
actos de discriminación, refiriéndose con este  nomen juris 
a las dos conductas propuestas en los dos incisos. El prime- 
ro se refiere a suscitar públicamente la discriminación, 
hostilidad o violencia contra una o más personas por razones 
de condición social, raza, nacionalidad, religión u origen 
étnico. 5e puede hacer de cualquier manera y en forma públi- 
ca, lo que significa promover, de cualquier modo, siempre 
que sea acto público. Esto me merece las mismas críticas 
a las cuales se refería mi compañera la doctora Grezzl, 
cuando hablaba de suscitar, en el ánimo de los demás, que 
es un típico delito de manifestación de presión. En reali- 
dad, la conducta consiste en que le falta concreción de 
tipo; es un tipo de conducta abierta con todas las malas 
consecuencias que puede traer en lo que es una buena técnica 
penal. ¿Qué es lo que no se puede suscitar en este proyecto? 
La discriminación selectiva del verbo discriminar que en 
el diccionario significa separar, distinguir una cosa de 
otra, en el sentido de la norma consiste en dar un trato 
de inferioridad a una colectividad o persona por motivos 
raciales, religiosos, étnicos, políticos --y aquí coincido 
con la doctora Grezzi-- y económicos, o dar un trato de 
superioridad a otra persona por iguales motivos. Estas dos 
definiciones las he sacado de un diccionario y están referi- 
das a las dos formas de discriminación por desprecio o in 
ferioridades, o por enaltecimiento o superioridad. Podría 
ser, por ejemplo, que en un establecimiento cualquiera 
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se colocara un cartel que dijera "No se permiten negros 
o gitanos". Esto traería como consecuencia que se violaría 
la norma proyectada y que se requeriría la sanción penal. 
Esto no me parece demasiado razonable y, además, lo conside- 
ro demasiado severo. Pienso que el castigo de estas  conduc- 
tas con sanciones penales es exagerado. Esa es la primera 
cosa que no se podría hacer en este proyecto. 


SEÑOR ORTIZ.- Usted ha señalado que la palabra discrimina- 
ción puede ser a favor o en contra. Sí el artículo dijera 
que prevé la discriminación con referencia a la raza aria, 
sería distinto. Pero aquí dice "contra", lo cual excluye 
la discriminación a favor. 


SEÑOR CAIROLI.- Puede haber formas de discriminación oblicua 
enaiteciendo una raza para despreciar a la otra. 


(Dialogados) 


SEÑOR ORTIZ.- En este proyecto la palabra "contra", enton- 
ces, sería superflua; si la suprimiéramos, sería lo mismo. 


SEÑOR CAIROLI.- Es una discriminación. Esta no es solamente 
mi interpretacion since que tambien la dan los diccionarios. 


La otra cosa es la hostilidad, el hostigamiento, que 
supone la persecución al enemigo. Personalmente entiendáo 
que esta es una conducta que va más alla de la simple amena- 
za O simple injuria, porque se trata de un menosprecio cali- 
ficado por la calidad de los sujetos pasivos prevista en 
este proyecto. 


El autor de un hostigamiento no podrá alegar en su defen 
sa que tuvo carencia de anime, falta de intención, de hacer 
una intermediación mediana, porque la conducta está dirigida 
especialmente a personas que tienen estas características, 
es decir, nacionalidad, etnia, color e incluso sexo, como 
manifestó la doctora Grezzi. En 'conclusión, creo que es 
distinto a cualquiera de los tipos de amenaza O injuria 
no públicas. Todos sabemos que la violencia es el ejercicio 
de la fuerza física y su significado no ofrece dudas de 
interpretación. Aquí no creo que concurriera con la violen- 
cia. La violencia privada es una figura residual, subsidia- 
ria, que tiene una referencia subjetiva muy vaga, no hacer, 
dejar de hacer alguna cosa. 
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El delito de viclencia privada siempre se ha entendido 
como subsidiario, que se castiga cuando no se puede penar 
uno más concreto. Aquí ha habido una concreción de la activi 
dad de estas personas que estarían promoviendo una violencia 
en contra de otra determinada. 


Estas tres actividades, es decir, discriminación, hosti- 
lidad y violencia sobre las que se ejercen los delitos pro- 
yectados, podrían --esto es simplemente a modo de  sugeren 
cia-- ser ajustadas en el iñtipo penal en una forma que me 
permito referir aquí, o sea, suscitar públicamente el menos- 
precio, la violencia psíquica o fisica contra una o más 
personas por razones de condición sccial, raza, religión, 
nacionalidad, e inclusive, opinión política. 


El segundo inciso del artículo 149 se refiere a la reali 
zación pública de actos de discriminación, hostilidad o 
violencia por “iguales razones. O sea, que se entraría en 
conductas homicidas. Según el primer inciso, en el caso 
de que se tratara de la misma persona que suscitó el hecho 
y luego cometió otros actos, se trataría de una acción pro- 
gresiva, que es una de las formas que tiene el Derecho Penal 
para resolver estos casos. 


En este caso, estarían en juego dos leyes penales. Si 
los delitos hubieran sido cometidos por una misma persona, 
triunfaria la accion progresiva. 


Lo que realmente me preocupa es si la comisión de cual- 
quier acto delictivo contra un integrante del grupo de los 
sujetos pasivos referidos en la norma proyectada, implica 
también la violación de este seaundo inciso. Por ejemplo, 
una persona pelea con otra de color y la hiere, nos pregunta 
mos si habrá cometido, además, actos de discriminación. 
Esto será decidido por el Juez quien se remitirá a las prue- 
bas aportadas en autos; lo que puede resultar muy arduo 
de resolver. ! 

Hace diecisiete años quien habla, atiende la parte pe- 
nal. Al respecto, se plantean problemas muy graves de inter- 
pretación en cuanto a la concurrencia de los delitos. Uno 
de los ejemplos es el de una perscna que comete un delito 
y quizás lo haga para favorecer a otra. 


Este problema se debe resolver en forma muy prudente, 


porque el propio proyecto tiene un artículo 3% que incluye 
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que comete un delito por odio o menosprecio racial. Habría 
que agregarle el termino "nacionalidad". 


4 
E 
un agravante en el artículo 47 que es el caso de alguien 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es justamente lo que hemos agregado. 
SEÑOR CORGATELLI.- Eso pasa a ser un agravante genérico 
y entonces, no se puede castigar como forma de concurso 
en el problema que planteaba anteriormente. 


Si esto es un agravante, siempre que se cometa un delito 
por esa razon, va a ser agravado mediante esta disposicion. 


Además, con respecto al artículo 32, considero que si 
| se toma en cuenta lo dispuesto en el acápite del artículo 
47 del Código Penal, se observará que los agravantes no 
pueden aplicarse cuando sean elementos constitutivos de 

delito. 
| 
| 
| 


Conozco un antecedente en derecho comparado, bastante po 0. 
reciente, que es la modificación que una ley del mes de po, O 
enero de 1983 le hizo al Código Penal sueco. Esta modifica- MA € 
ción fue realizada por la introducción de un delito que 
se denomino: hostigamiento de un grupo de la poblacion, A p00 
cuya redaccion, con algunos ajustes, me parece fácil de Ll: e 
interpretar. Dice que el que públicamente o a través de ER 
una declaración que se difunda públicamente amenazare O A 
expresare desprecio --yo agregaría el término violencia-- 
contra un grupo de la poblacion haciendo referencia a su 
raza, color de piel, origen nacional oétnico, religión, 


o y 
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sexo y opinión política, será castigado con determinada 
gas pena. 
SEÑOR BATAILA.- ¿El Instituto Uruguayo de Derecho Penal 
o entiende que está terminada su labor en esta materia o segui 
ra reflexionando sobre el problema, y en una instancia poste 
rior, nos referirá a su opinión mayoritaria sobre el proyec ' 
to? e a e e 
SEÑOR CORGATELLI.- Lo que ocurre es que nuestro Instituto des a 
o no tiene voz oficial al respecto. 0% A 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que esto lo tendríamos 
que decidir en una reunion posterior de la Comisión. 


En consecuencia, corresponde agradecer la colaboración 
de los señores profesores que nos han brindado su valiosa 


colaboración. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro Interino 
de Educación y Cultura su presencia en la Comisión a fin 
de explicar el parecer del Poder Ejecutivo sobre el proyecto 
de ley que nos remitió, creando una nueva figura en el ar- 
tículo 149 bis del Código Penal, denominada con el "nomen 
juris" "incitación a la discriminación y actos de discrimina 
ción", así como reformas menores a dicho Código. 


A los efectos de determinar el alcance y fundamento 
de esta iniciativa de modificacion del Codigo Penal, tiene 
la palabra el doctor Bergstein. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Voy a hacer una especie de ¡intro- 
ducción sobre este proyecto de ley que trataré no sea dema- 
siado extensa; por supuesto que estoy a dispocisión de los 
señores Senadores para efectuar cualquier precisión. 


Para mantener un orden lógico, voy a dividir la exposi- 
ción en tres interrogantes. En primer lugar, ¿es necesario, 
en general, prever este tipo de delito frente a lo que, 
en última instancia, se puede entender como delito de opi- 
nión según alguna gente? 


En segundo término, si fuere necesario incriminarlo 
¿la legislacion actual no cubre las necesidades, como se 
ha sostenido por parte de algunos colegas? 


En tercer lugar, si no cubre esas necesidades, ¿es 
bueno el texto presentado? 


En cuanto a la primera interrogante, el haber presentado 
el proyecto indica de antemano nuestra opinión. No obstante, 
nuestro Código Penal ofrece innumerables casos en los que 
se ha entendido que se deben incriminar conductas que, en 
última instancia, son delitos de manifestacion. 


Hace muchos años, el doctor Carballa, ilustre profesor, 
definia la opinion punible diciendo que esta no esundelito, 


tpe.6 
D/402 


N 


sino que lo punible es su contenido ideológico. Por ello 
es que con esta conducta se pretende proteger un bien gene- 
ral, en este caso, la paz publica. 


Este bien penalmente protegido está cada vez más necesi- 
tado de protección, porque la vida moderna y sus tensiones 
nos demuestran que en la supervivencia del régimen democráti 
co va involucrada, muchas veces, la manera cómo se puede 
preservar la paz pública, cbjetivamente considerada, y el 
sentimiento de ella por parte de los individuos. 


Por ello creemos que este tipo de legislación significa 
un avance desde el punto de vista de la doctrina penal, 
de la defensa del regimen democrático y del derecho de todos 
de convivir pacificamente en una sociedad pluralista y tole- 
rante. 


De alguna manera, el codificador participa de esta co- 
rriente desde el momento que tenemos todo un titulo de la 
parte especial del Código Penal que se refiere a los delitos 
contra la paz pública. 


No nos vamos a extender en esta primera interrogante 
para no ser relterativos, pero estamos a disposicion de 
la Comision para efectuar cualquier aclaracicn. 


En cuanto a la segunda interrogante, ¿el actual artículo 
149 y el 62 del decreto-ley N2 10.279, colman las necesida- 
des en este sentido? Como habrán advertido, hay opiniones 
discrepantes en la materia. 


Debo decir que el proyecto de ley que ha presentado 
el Poder Ejecutivo no es un rayo caido del cielo. En nuestro 
país han habido inquietudes en tal sentido, que se remontan 
a más de 20 años. 


Tengo a la vista un proyecto de ley con una exposición 
de motivos que pertenece al doctor Couture y firmado por 
los entonces legisladores Zelmar Michelini, Germán D'Elía, 
Daniel Pérez del Castillo, Juan Carlos López Gutiérrez, 
Luis Vidal Zaglio, Renán Rodríguez, Enrique Martínez Moreno, 
Vivián Trías, Fernando Elichirigoity, Venancio Flores, Gerva 
sio Crespo y Enrique Erro. 
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Ese proyecto de ley decía que aquel que suscitare públi- 
camente, en forma oral o escrita, el odio o desprecio hacia 
las personas de determinada raza, color, religión, nacionali 
dad por su condición de tales, será castigado de dos a cua- 
tro años, etcetera. 


Por su parte, el maestro Couture --quien considera que 
la legislación actual es insuficiente, la que, por otra 
parte, es la misma que ya existía en 1961 en la materia-- 
decía que es necesario que la legislación arbitre los medios 
indispensables para evitar esas actividades. El texto proyec 
tado tiene por objeto cubrir esta deficiencia de nuestra 
legislación, apoyándose en la experiencia del artículo 149 
del Código Penal y del decreto-ley N2 10.279. Vale decir 
que aun con esas dos disposiciones Couture entendía que 
la legislación era insuficiente. Asimismo, nosotros podemos 
decir que es cierto; lo demuestra la práctica jurispruden- 
cial. 


Cada vez que se intentó hacer una denuncia se plantearon 
dudas paralizantes, unas veces antes de formularla y otras, 
en la esfera judicial, al extremo de que si bien se han 
presentado denuncias de ese tipo de conducta, conocemos 
muchas denuncias pero ningún caso en que el magistrado haya 
llegado a procesar por el artícuio 149. Cuando se analice el 
texto que presentamos, vamos a ver la razón de todo esto. 


Vamos a entrar ahora al tercer tipo de consideraciones 
que tienen que ver con este proyecto. En primer término, 
una apreciación de técnica legislativa. El artículo 149 
engloba en una única disposición dos conductas que si bien 
tienen el mismo verbo típico, se refieren a dos tipos de 
conductas muy disímiles entre sí. El primer párrafo se refie 
re a suscitar la desobediencia de las leyes y, el segundo, 
a suscitar el odio de clases. Un analisis de ese tipo de 
manifestaciones nos demuestra las diferencias entre uno 
y otro; una buena técnica legislativa no justifica que se 
englobe en una única disposición, porque tiene que haber 
cierta armonia, cierta homogeneidad. Por ello, lo que ha 
hecho el Poder Ejecutivo en la materia, es dividir las dos 
disposiciones. Una, tiene que ver con suscitar la desobedien 
cia de las leyes y, la otra, mantiene la redacción actual 
modificando la pena. Hay un aspecto que, con todos los respe 
tos debidos por mis apreciados colegas que me antecedieron 
en el uso de la palabra --como, por ejemplo, la doctora 
Grezzi-- creo no ha sido suficientemente subrayado. 
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El artículo 149 incrimina la conducta de suscitar el 
odio. El odio es un sentimiento. En la actual redacción 
incrimina el hecho de suscitar no un sentimiento, sino la 
discriminación, hostilidad o violencia, que son hechos. 


Esa es la primera gran diferencia. No se trata aquí de incri 


minar a aquel que provoca un sentimiento en otra persona, 
porque será mucho más difícil demostrar la relación causa- 
efecto. 


Si una persona dice, por ejemplo, que se debe echar 
a todos los negros del pais, ¿esto está suscitando un senti- 
miento de odio hacia el gobierno? No; el sentimiento normal 
de una persona es el de simpatía hacia los negros. Entonces, 
de ninguna manera van a poder i¡imputarle el artículo 149. 
porque él no encontró una forma idónea de suscitar el odio. 
En cambio, si uno dice "Vamos a echar a los negros del país", 
puede suscitar un sentimiento discriminatorio hacia S1Los.. 
Vale decir que no se trata de suscitar un sentimiento, sino 
hechos. 


Tengo aquí anotada una segunda diferencia sobre la que 
se ha hablado mucho. Como el articulo 149 habla de suscitar 
el odio hacia una determinada clase social, negros, judíos, 
o cualquier otro tipo de agrupamientos, quedan comprendidos 
en e€ese concepto de clase. Se ha dicho --y es verdi.d-- que 
la doctrina nacional, por lo general, ha entendido que el 
concepto de clase comprende todo ese tipo de agrupamientos. 


Debo confesar que tengo algunas reservas. Para nosotros 
la frase "clase social" sigue teniendo un sentido marxista 
o “ideológico que, de alguna forma, lo debemos vincular a 
una concepción económica de clase. Voy a hacer de abogado 
de las dos partes. 


El Código patrio del 39 hablaba de "gremio social". 
Entonces, Salvagno Campos decias que se cambio "gremio" 
por "clase social" para ampliar precisamente el contenido. 
Pero, creo que no ha sido asi. 


El codificador tomó el concepto de clase social del 
Código italiano que usa el vocablo "clase" en lugar de "gre- 
mio". Si bien nuestra doctrina entiende que otros agrupamien 
tos signados no por una razón económica, están comprendidos 
en el termino "clase", casi toda la doctrina ¡italiana en- 
tiende que el concepto de clase social es exclusivamente 
económico. 
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Por lo tanto sigue siendo dudoso el concepto de "clase 
social" utilizado por el artículo 149, con el agregado de 
que en esta exposición de motivos el maestro Couture nos 
recuerda que, invariablemente, le jurisprudencia excluye 
la conducta del campo de aplicación de este artículo, y pre- 
sumo que debe ser por este tipo de dudas. 


Vale decir que lo que importa, tanto como la doctrina, 
es la interpretación jurisprudencial. Los jueces no incluían 
ese tipo de agrupamiento en el concepto de clase, a pesar 
de lo que dijera la doctrina. 


Por lo tanto, considero que también es bueno modificar 
el texto actual, suprimiendo "clase social" en la forma como 
estaba prevista en el artículo 149, por el texto que se pro- 
yecta. 


Nuestro respetable colega, el doctor Fernández, critica 
la disposicion "hostilidad", y propone su sustitucion por 
"amenazas". 


A continuación, si se me permite, desearía hacer una 
observacion. 


El proyecto que presenta ei Poder Ejecutivo es una obra 
perfectible. Pese a ello, debo expresar que las observaciones 
que se han formulado no son compartidas por nosotros, en 
cuantc el texto a que nos estamos refiriendo ahora. 


En primer lugar, nosotros estábamos hablando del término 
"hostilidad". Este vocablo es utilizado en otros delitos 
del Derecho Penal positivo y nunca vimos que se le haya obje- 
tado su falta de precision. Tenemos algo muy importante en 
el célebre artículo 132 del Código Penal donde se habla de 
mantener ¡inteligencias con el extranjero; me refiero a los 
numerales 3 y 4 de ese artículo. Quizás el señor Presidente 
pueda dar lectura al inciso cuarto del artículo 132. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Léase el inciso 42 del artiícu- 
lo 132. 


"El ciudadano que mantuviera inteligencias con un gobier- 
no extranjero con el fin de lanzarlo a la querra o a ejecutar 
actos de hostilidad contra la República, o cometiere otros 
hechos directamente encaminados al mismo fin". 
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SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Vale decir que el concepto de hos- 
tilidad integra nuestro Derecho Penal Positivo y hasta ahora 
no tenemos conocimiento de que haya provocado resistencias. 


En segundo término, la fórmula propuesta por mi distin- 
guido colega, ¿no es muy feliz. Si sustituyéramos "hostilidad" 
por "amenaza" estariamos incriminando como delito de mani- 
festación la inblkaciós de otro delito, porque la amenaza 
en sí misma es un delito de manifestación. 


Se ha objetado por parte del doctor Cairoli el término 
"discriminación", debido a la amplitud que podría tener, 
o porque podría incluirse en ese término la preferencia hacia 
determinado grupo, cosa que no creo pueda suceder. La Conven- 
ción ¡internacional sobre todas las formas de discriminación 
racial de las Naciones Unidas, ratificada por el Parlamento 
en el año 1968, Ley N2 13.670, que integra el Derecho Positi- 
vo de nuestro país, define el concepto de discriminación. 
Quiere decir que este concepto de discriminación está defi- 
nido por el Derecho Positivo. En este concepto que viene 
elaborado por las Naciones Unidas, entre otras cosas, en 
una de sus partes dice: "Que tenga por objeto el resultado; 
anular co  menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio", 
etc. Quiere decir que no es el solo hecho, como se dijo hace 
unos minutos, de establecer una separación, sino que es la 
acción que tiene por objeto o por resultado anular o menosca- 
bar el reconocimiento de los derechos humanos. 


Quizás haya otro tipo de observaciones en relación al 
texto. Sin embargo, en gran medida hemos seguido el esquema 
de la Convencion de las Naciones Unidas, por cuanto al san- 
cionar ese tipo de conductas, no solamente cumplimos con 
lo establecido por ella, sino que sus estados signatarios 
declararan como acto punible las conductas a las que se 
refiere dicha Convención. Vale decir que se establece el 
precepto imperativo de crear determinado tipo de delitos. 


De algún modo --como ya lo expresamos-- hemos seguido 
el esquema previsto en la Convención en lo relativo a las 
siguientes expresiones: "Declararán como acto punible confor- 
me a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad 
o en el odio racial, toda incitación a la discriminación 
racial, así como todo acto de violencia o toda incitación 
a cometer tales actos". De alguna manera, hemos seguido los 
lineamientos de esta Convención, pero no en forma textual. 
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Para finalizar nuestra exposición deseamos hacer dos 
apreciaciones. En primer lugar, hemos tratado de recortar 
las ideas que teníamos en cuanto a incriminar ese tipo de 
conductas. Durante el trabajo colectivo llevado a cabo en 
el seno del Ministerio para elaborar estas disposiciones, 
en algunas de sus ¡instancias se incluyeron más conductas 
que las previstas en el texto del documento de la Convención 
de las Naciones Unidas que integra el Derecho Positivo. Somos 
plenamente conscientes de que nos encontramos en un terreno 
en el que debemos ser muy cautelosos, por cuanto el campo 
de los delitos de manifestación tiene una pecularidad dife- 
rente a la de otros. 


Voy a referirmm a los delitos de manifestación, sin 
entrar en sutilezas. ¿Qué hace generalmente el intérprete 
frente a un delito? Se ha dado, por ejemplo, una determinada 
conducta humana y él debe observar si dicha conducta encaja 
en la descripción hecha en el texto legal; es lo que denomi -— 
namos la adecuación típica. Pero en el caso concreto de los 
delitos de manifestación, en los que no hay una transforma- 
ción del mundo exterior, sino que se trata de delitos que 
la doctrina llama de manifestación o expresión --valga la 
redundancia-- el intérprete debe analizar el contenido de 
Ja manifestación en sí. Si una persona injuria a otra; la 
ofende, si incurre en el delito de difamación, o la amenaza, 
en todos estos casos estamos hablando de un delito de mani- 
festación. Entonces, ¿qué debe hacer el intérprete? El no 
sólo debe adecuar el hecho en la forma en como son todos 
los delitos, sino que --lo reitero-- debe analizar el conte- 
nido de las manitestaciones, en el contexto del momento 
histórico, la situación y el lugar determinado; recién enton- 
ces, el juez o el intérprete determinará si realmente se 
ha incurrido en una conducta delitiva. 


Muchas veces se puede agraviar a una persona diciendo 
todo lo contrario de lo que puede ser literalmente un agra-— 
vio. Puede ocurrir que elogiandola se. la agravie, tal vez 
por asociaciones de ¡ideas oO por alusiones. Es un terreno 
muy difícil que debe ser objeto de análisis. 


La otra apreciación que deseaba hacer es la siguiente. 
Muchas veces se ha dicho que en nuestro país no se incurre 
en ese tipo de conductas. Decimos que ello no es asi; es 
más, existen archivos y registros de ese tipo de conductas. 
Esto podríamos discutirlo largamente, pero escapa al fin 
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de esta reunión, que es dar las razones que el Poder Ejecutivo 
ha tenido para presentar este proyecto de ley. 


Deseo manifestar lo siguiente: somos de aquellos que 
creemos que el Derecho Penal, por el solo hecho de existir, 
sirve para muchas cosas; que él, además, tiene una finalidad 
preventiva y educativa, aunque en esencia sea represivo. 
Ese tivo de delitos, también, tienen un sentido educativo. 
Si bien es cierto que estas conductas no presentan la grave- 
dad y el voiumen de otros paises, podemos decir que en el 
Código Penal hay una gran cantidad de delitos previstos que 
no han sido aplicados y no por eso alguien piensa en supri- 
mirlos, ya que su mera presencia nos parece de gran utilidad. 
Quisiera obviar con ello discusiones inconducentes en cuanto 
a si ese tipo de conductas se han dado o no; no vemos que 
sea constructivo, por lo menos en este momento. 


En resumen creemos que nos incorporaríamos a la legisla- 
ción de los países más avanzados en la materia agregando 
un proyecto que si bien no es todo lo ambicioso como el que 
tienen otras naciones --en los que se engloban disposiciones 
que aquí no se incluyen-- de todas formas nos permitiría 
dar un importante paso adelante. 


SEÑOR RODRIGUEZ vcAMUSSO.- Naturalmente, la opinión scbre 
el proyecto en sí y la situación a la que aparentemente 
atiende, la daremos en oportunidad de ser considerado en 
el Senado. Allí vamos a dar nuestro punto de vista con res- 
pecte a lo que significa estimar punibles las opiniones 
y la relación que puede existir y sus limites entre el con- 
cepto de hostilidad y los actos de hostilidad. 


Quien habla, luego de haber escuchado la exposición hecha 
por el señor Ministro Interino desea conocer el fundamento 
concreto de un parrafo incluido en la exposición de motivos 
del Mensaje. Luego de haberse referido a las normas, a la 
ley que no es la N2 13.760, como aquí se expresa, sino que 
es la N*2 13.670, y al decreto-ley de la dictadura de 1942, 
en el párrafo siguiente se expresa lo siguiente: "Pese a 
estas normas existe, quizás como consecuencia de la interpre- 
tación jurisdiccional de las mismas, la sensación de una 
tutela ineficaz de determinados grupos que ¡integran nuestra 
sociedad. La misma se ha traducido en el reciamo de una 
legislación que desarrolle en forma clara e inequívoca el 
sistema nacional de protección del principio de igualdad". 
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Quiere decir que en un primer párrafo se da una defini- 
ción de "quizás" --es decir que el Poder Ejecutivo no está e 
seguro-- y luego "la sensación de una tutela". O sea que 
aquí no hay razonamiento posterior a la sensación, ni juicio 
o elemento final. Seguidamente agrega que "la misma se ha : 
traducido en el reciamo de una legislación", etcétera. 


En la medida en que ello sea posible en esta etapa, me 
gustaría conocer cuál es el alcance reali de ese concepto 
de "la sensación” a que hace referencia el Poder Ejecutivo 
y cuáles son ¡os reciamos que han existido para hacer una 
legislación en esta materia y en este momento. | 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- En el párrafo a que ha hecho refe- 

rencia el señor Senador, cuando se emplea el vocablo "quizás" 

ello no significa que haya una duda en cuanto a la tutela 

ineficaz o a su sensación. El "quizas" puede representar 

una duda en lo que tiene que ver con los motivos de dicha 

tutela. No estamos seguros de si la sensación de tutela, 

en esta caso, es producto de la interpretación jurisdiccional 
de las mismas y es por ello que hemos traducido esta interro- O 
gante a través del texto. Sobre lo que no tenemos dudas es 

en cuanto a la tutela en sí misma ineficaz. 


En cuanto a la segunda observación formulada por el señor a 
Senador Rodríguez Camusso, voy a dar una breve explicación e 
que tiene que ver con el fundamento de la represión penal E 
en general. Todos los delitos que ¡integran nuestro Derecho 
Positivo son contra algo: en esta caso, contra la paz públi- 
ca; a veces, contra la propiedad, contra la libertad, etce- 
tera. Este algo contra el cual van los delitos es el bien 
jurídico que se quiere tutelar penalmente. 


Ustedes han escuchado cómo distinguidos colegas y profe- 
sores han prevenido contra la inflación penal, lo que compar- 
timos en todos sus términos. Si se me permite, debo decir 
que en varios proyectos --algunos, que hemos presentado y 
otros que estamos en vias de hacerlo-- tratamos de resistir 
toda tentación de ampliar las disposiciones penales; más 
bien, hay una corriente importante de despenalización. Sin 
embargo, muchas veces, Cuando esa corriente importante se 
enfrenta.a casos concretos, los mismos que quieren despena- 
lizar son lo que nos reclaman que hay que crear más delitos 
para proteger, por ejemplo, el medio ambiente. 
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¿Cuál es la clave para determinar cuándo se debe hacer 
y cuándo no? Cuando sectores de la sociedad entienden que 
la tutela penal es ei instrumento eficaz donde han fracasado 
otros tipos educativos u otros medios de tutela y tienen 
confiadas razones para que la tutela penal sí sea eficaz. 


Cuando se habla de reclamos, podría volver a referirme 
al proyecto del doctor Couture. Como dice la exposición de 
motivos, este es un reclamo para desarrollar una legislación 
en forma de proteger adecuadamente el principio de igualdad. 


A veces hay un reclamo importante. Por ejemplo, la colec- 
tividad judía, frente a cada uno de los brotes antisemitas 
que han surgido en nuestro pais, ha insistido en ese reclamo. 
También mantuvimos contactos con personas de la colectividad 
negra. En honor a la verdad no puedo decir que hayamos pre- 
senciado reclamos muy precisos pero quizás esos grupos 
podrían aportar algo en cuanto a este tipo de legislacion. 
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Creo que con eso he dado respuesta a la pregunta del E + 
señor Senador por cuanto en los ultimos meses han recrudecido 
estos reclamos. 


Quiero decir que la decisión del Poder Ejecutivo de pre-- ERE lo 
sentar un proyecto de ley de esta naturaleza --decisión con A 
la cual estoy profundamente consustanciado-- precedió a a ad 
mi ingreso al Ministerio y también digo que he colaborado E 
con la doctora Reta en la elaboración del proyecto. Para 
nosotros ha resultado muy claro y por lo menos desde que 
el maestro Couture presentó este proyecto de ley, hemos teni- 
do reclamos en la materia. 
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SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO.- Las interrogant=s han tenido como 

objetivo el dejar constancia documentada de la opinión del 

Poder Ejecutivo sobre el tema. En su oportunidad vamos a 

explicitar nuestra oposición al proyecto señalando cómo su texto 

está orientado visiblemente a condenar expresiones de opinón 

que nada tienen que ver con la violencia y de la que nosotros 

en oportunidades anteriores hemos sido objeto de agresión s de 
en el plano conceptual. Esa, E 


c 


En su momento lo vamos a examinar. Me importaba hoy dejar 
constancia documentada del punto de vista del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- En forma breve quiero referirme 
a algo que no mencione anteriormente. 
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En el segundo parrafo del artículo 22 hay una profunda 
innovación en nuestro Derecho Penal a la que le atribuimos 
una enorme importancia. La disposición dice: "Con la misma 
pena será castigado el que realizare públicamente actos de 
discriminación, hostilidad o violencia por las razones expre- 
sadas en el inciso precedente” 


Este párrafo es el que permite denominar este proyecto 
como una ley contra la discriminación. No hemos tenido hasta 
ahora en el derecho positivo una disposición de esa natura- 
leza. 


Aquelia persona que en su restaurante públicamente impide 
la entrada de gente de color, incurriría en este delito. 


Insisto en que esto es algo importante y si no lo menciona 
ra podría interpretarse como que no le hemos dado la trascen- 
dencia que tiene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro Interino 
de Educacion y Cultura su concurrencia a la Comision. 


Se levanta la sesión. 
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